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Creo que esta es una reunión importante y espero que podamos primero, los miembros del Consejo y la Secretaría y luego, en diálogo con los miembros de la Comisión, llegar a acuerdos que sean fructíferos. Yo estoy de acuerdo con la temática planteada y creo que los puntos presentados por la Presidencia del Grupo, enmarcan lo que creo que vamos a tener que conversar. 

Hay algunos criterios básicos, Presidente, que a mí me gustaría recalcar porque los he escuchado mucho en las conversaciones recientes. Algunos de los señores Embajadores los han formulado ellos mismos y seguramente de manera mucho más clara de lo que lo haré yo. 

Quiero afirmar cinco puntos básicos que, desde mi punto de vista, se hace necesario tener en cuenta:  

Primero creo que todos estamos de acuerdo, yo lo he escuchado de todos los Cancilleres y Embajadores con que he hablado, en que es necesario preservar, a toda costa, la independencia, o si se prefiere,  la autonomía, de la Comisión Interamericana y de la Corte. Pero lo importante es entender bien de qué se trata esa autonomía, por qué se requiere esa autonomía. Sin ánimo de compararnos con nadie, una de las virtudes que tienen la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte, que no tienen otros organismos igualmente importantes y valiosos de Derechos Humanos (por ejemplo, el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas), es que no están integrado por representantes de países. En el Consejo de la ONU los miembros son representantes de los países miembros y por lo tanto, si la señora Shelton no está, vendrá otro ciudadano norteamericano a representar a su gobierno. Y eso naturalmente vincula de manera bastante sustantiva la política con la situación de Derechos Humanos. 

Lo que quisieron nuestros países es que este Consejo, esta Comisión fuera autónoma, es decir que no tuviera que atenerse a la opinión oficial de los países a los que pertenecen sus miembros. La Comisión la eligen los gobiernos, pero eligen personas y esas personas, del momento en que se sientan ahí, se supone que no representan a los intereses de sus países. Así ha sido en la práctica y creo que eso es bueno. La Comisión y la Corte son autónomas para adoptar sus decisiones sobre las cuestiones sustantivas de derechos humanos que les son sometidas de acuerdo a nuestros acuerdos y convenciones. La CIDH es parte de la OEA, reporta a la Asamblea, tiene una Secretaría que es designada por el Secretario General y forma parte de sus organismos. 


La autonomía no se extiende completamente a los temas administrativos y cotidianos, porque la Carta de la OEA dice exactamente lo contrario. Dice que la Secretaría de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos es de la Secretaría General. Y ese es un buen equilibro. Ahora, los señores miembros de la Comisión podrán recomendarle a sus Ministros que modifiquen esta norma. De hecho, la Convención Interamericana dice claramente que la Corte designa a su Secretario. Pero dice de igual manera que la Secretaría de la Comisión es responsabilidad del Secretario General. 

Yo entiendo, entonces, que la autonomía de la Comisión se refiere a las decisiones de la Comisión sobre temas sustantivos, sobre si los Derechos Humanos de Fulano o Sutano fueron violados, sobre la situación de determinados derechos en los países miembros, etcétera. Y no sobre cuántos funcionarios hay que contratar, cómo hay que llevar adelante las cuentas, y cosas. 

Pero, más importante que las cuestiones administrativas, es la creciente tendencia de la Comisión a dictar normas sustantivas, es decir a legislar sobre asuntos de su competencia. Esa es una atribución que, a mi juicio, la Comisión no tiene. Las leyes que rigen la vigencia de los derechos humanos están en los Tratados y Convenciones suscritos por los países y no en el Reglamento Interno de la Comisión, dictado por ella misma. Ese Reglamento establece reglas de funcionamiento, no legislación sobre derechos humanos.


Ese es un primer criterio que creo yo que es básico: autonomía de la Comisión Interamericana por cierto, pero autonomía en lo que ella se relaciona a la materia específica de su acción, que son los Derechos Humanos y no la Administración. 

Segundo, yo creo que no hay ánimo, en lo que yo he conversado con todos los Cancilleres y los países, de modificar ni la Convención Americana sobre Derechos Humanos ni la Carta de la OEA en este respecto. No hay ninguna intención de modificar la Convención Interamericana en Derechos Humanos, ni para quitarle autonomía a la Comisión, ni para crear otras instancias que puedan limitarla. Si alguien tuviera es intención, lo más posible sería que su ratificación demorara mucho, como demoran las ratificaciones de la Carta. Todos sabemos muy bien que, después de muchos años, hay muchas  modificaciones que no están todavía ratificadas por los países miembros. 

Por eso es que nunca discutimos demasiado sobre la Carta. Lo mismo en este caso: creo que modificar lo que dice la Carta o la Convención sería un error. Y, por consiguiente, lo único que se puede hacer en este proceso, realmente, materialmente, es modificar el Estatuto, que lo dicta la Asamblea, o el Reglamento, que lo aprueba la Comisión. . 

Tercero, yo creo que hay que hacer un análisis bastante a fondo en nuestras delegaciones en esto de la evolución de las competencias de la Comisión, tanto por el momento en que se generan, como en el impacto que en ellas tiene el surgimiento de la Corte después. Y determinar si la Comisión tiene, fundamentalmente, facultades promotoras o facultades judiciales y cuáles son las que vamos a priorizar. Yo por lo menos creo que el trabajo que la Comisión debería mantener, es el carácter dentro de la concepción original con su primer desarrollo y, por lo tanto, sí hacerse cargo de casos individuales, por cierto, pero no para atenderlos de manera solamente judicial, diciendo “usted tiene la razón y usted no”, sino que proponiendo soluciones, ojala de carácter amistoso. La CIDH no es un Tribunal, la Corte si lo es.  

Lo cual nos lleva también a la discusión acerca de cuál es el carácter de las eventuales medidas que la Comisión tome y cuán obligatorias son. Discusión que se ha producido en este caso. Más aún, yo creo que con el surgimiento de la Corte, la promoción de soluciones amistosas, la promoción de los Derechos Humanos, etcétera; son más que nunca los temas que corresponden a la Comisión, sin perjuicio de que, en un momento determinado, por cierto para promover una solución, la Comisión va a tener que opinar sobre el caso, eso no lo estoy discutiendo. Lo que estoy diciendo es que la parte propiamente judicial le corresponde a la Corte Interamericana.

Lo cual nos lleva al cuarto punto, al tema de las medidas cautelares que hay que discutir a fondo. Yo, en general, no soy contrario a la posibilidad de que la Comisión dentro de su carácter dicte medidas cautelares, sobre todo cuando está en peligro la vida o la libertad de alguna persona. Me parece que eso es esencial en un momento determinado y tiene que ver con la permanencia de la Comisión; la Comisión está aquí, reunir a la Corte es complejo, hay que tomar decisiones rápido, se juega la vida de alguien, es necesario. Pero aquí hay que aplicar ese concepto con mucho cuidado, con mucha atención, y aquello que pueda esperar lo que dice la Convención; aquello que pueda esperar el pronunciamiento de la Corte, debería esperar el pronunciamiento de la Corte. 

Por último, creo que hay también una pregunta que hay que hacerse respecto al tema de la Promoción de los Derechos Humanos. Yo este tema lo vengo planteando desde mi primera reunión con la Comisión de Derechos Humanos y tiene su origen en una experiencia concreta que yo siempre cuento y que me ha pasado varias veces a lo largo de los últimos seis años, pero la primera era tan precisa que la voy a repetir aquí: 

Muy pocos días después de haber asumido mi cargo, llegó a verme a mí el presidente de ECOPETROL, la empresa colombiana de petróleos, y me señaló que ellos habían descubierto unos muy importantes yacimientos de petróleo que querían explotar. Pero algunos de ellos estaban en territorio de determinadas poblaciones indígenas que tenían intereses o tenían propiedades o dominio en ellos. Por lo tanto, ellos querían hacer un acuerdo con esas poblaciones indígenas y dictar las medidas respectivas, pero respetando escrupulosamente las normas en materia de Derechos Humanos para no tener problemas después. Y requerían, para ello, la asesoría de la OEA a través de su Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Estaban dispuestos a recibir esa asesoría y a utilizarla, o sea no era solamente decir “mire, usted nos propone y nosotros decidimos”. Ellos decían “lo que la Comisión nos diga que tenemos que hacer lo vamos a hacer”. 

Sin embargo, la respuesta a mi consulta a la Secretaría de la CIDH fue negativa. Se me dijo que responder afirmativamente a esta petición de la empresa colombiana significaba prejuzgar sobre eventuales materias que podrían caer bajo la competencia de la Comisión con posterioridad, por lo que la asesoría no se podía prestar. Y yo, francamente desde un punto de vista estrictamente jurídico, hasta estaba de acuerdo: si la Comisión va a hacer de juez después, tampoco va a hacer de parte de cómo se hace la cosa. Pero la pregunta es, ¿qué hacemos nosotros como Organización para responder a una petición como esa que, repito, no estaba pidiendo ni siquiera que le diéramos una opinión sino que le dijéramos lo que había que hacer? Ellos querían hacer lo que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos les dijera que había que hacer. Ese era el compromiso, además, al que estaban dispuestos a recibir esta asesoría. 

Entonces, tenemos un problema con la promoción y tenemos que decidir si la promoción la va a hacer la Comisión o un servicio anexo que preste asesoría técnica a los países para los temas que puedan involucrar asuntos de Derechos Humanos. 

Presidente, esas son las cosas que yo he anotado más como necesarias de discutir, de conversar entre nosotros y con la Comisión, y discutirlas en buena onda, por así decirlo. Ahora, esto no quiere decir que tenga ninguna objeción con lo planteado. Yo diría que todos estos temas están involucrados aquí. Pero es importante que al evaluar el tema de la designación del Secretario, de los mecanismos de soluciones amistosas, las medidas cautelares, la promoción, tengamos claro nuestro criterio común respecto de estos asuntos que yo he planteado aquí y que son los que yo he recogido como fundamentales en la discusión. 

Creo, para terminar, que seguir el orden que propone el Presidente de la Comisión, es probablemente lo más concreto. De lo contrario, probablemente entraríamos en muchas disquisiciones filosóficas que no llegaríamos a acuerdo en el tiempo escaso que tenemos.

Muchas gracias!
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